
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / CAUSALES GENERALES Y ESPECÍFICAS DE PROCEDIBILIDAD / DEFECTO PROCEDIMENTAL / CASO: DEMORA JUDICIAL QUE PRESUNTAMENTE INFLUYÓ EN LA DECLARACIÓN DE PRESCRIPCIÓN.
Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en las sentencias SU-222 de 2016, SU-573 de 2017 y SU-004 de 2018, reiteradas en las sentencias T-004-19, T-042-19, T-049-19 y T-075-19, y siempre aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional; y (vii) violación directa a la constitución. (…)
Sigue, en consecuencia, verificar si las irregularidades que exhibió la demandante, se erigen en un defecto procedimental, derivado de la dilación injustificada del proceso, que amerite la intervención del juez constitucional. 

Sobre el aludido defecto, y su configuración por la demora judicial, la Corte Constitucional, en la sentencia T-341 del 2018 explicó que: “Sin embargo, la idea del derecho al debido proceso sin dilaciones injustificadas y de la prestación del servicio público a la administración de justicia con la observancia diligente de los términos procesales, so pena de sancionar su incumplimiento, ha determinado la construcción de una línea jurisprudencial, nacional  e interamericana, sobre la mora judicial, que parte del supuesto de que no todo incumplimiento de los términos procesales lesiona los derechos fundamentales, pues para que ello ocurra se requiere verificar la superación del plazo razonable y la inexistencia de un motivo válido que lo justifique. Este análisis se adelanta teniendo en cuenta (i) la complejidad del caso, (ii) la conducta procesal de las partes, (iii) la valoración global del procedimiento y (iv) los intereses que se debaten en el trámite.” (…)
Lo estudiado hasta aquí, permite concluir dos cosas: la primera, que son imprecisas las declaraciones plasmadas en la acción de tutela…

La segunda conclusión es que, aún si hubieran sido ciertas las irregularidades denunciadas, ninguna incidencia hubieran tendido en la prescripción extintiva que se imponía declarar en ese proceso…

En suma, lo argumentado en la acción de tutela, es un conglomerado apreciaciones alejadas de la realidad, sin ninguna vocación para derruir la prescripción extintiva declarada por la funcionaria encartada, precedida de un razonamiento coherente, que por tanto, no que puede ser descalificado en esta sede, porque si así se hiciera, se usurparía la función misma del juez ordinario.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, mayo veintinueve del dos mil diecinueve         
Expediente: 66001-31-03-003-2019-00062-01
   
Acta N° 224 del 29 de mayo del 2019  
Decide la Sala la impugnación propuesta por la parte actora contra la sentencia del 8 de abril del 2019 proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito local, en esta acción de tutela que instauró María Luisa Triana Yepes contra el Juzgado Segundo Civil Municipal de Pereira a la que fueron vinculados Nelson Antonio Narváez Ossa e Inversiones Govaluna S.A.S.
ANTECEDENTES

María Luisa Triana Yepes, por conducto de apoderado judicial, presentó esta acción de tutela contra el Juzgado Segundo Civil Municipal de Pereira, en la que aduce que en el trámite de la ejecución con radicado 66001-40-03-002-2015-0472-00, a la que asiste en calidad de demandante, hubo irregularidades que violentan su derecho fundamental al debido proceso.
Los hechos admiten la siguiente síntesis: 

Presentó la demanda el 16 de junio del año 2015 y se libró mandamiento de pago el 25 de junio siguiente; luego, inició las gestiones tendientes a concretar las medidas cautelares. 

Sin embargo, por errores del Juzgado, se generó una pérdida de oportunidad para notificar oportunamente a la parte demandada, lo cual derivó en la prescripción extintiva de la acción cambiaria; entre ellos, por ejemplo, (i) haber agregado unos oficios ordenando el embargo de cuentas bancarias, sin que ella lo hubiera solicitado, faltando casi un mes y medio para que operara la prescripción; (ii) aportar 3 veces, por error, documentos de otro proceso; (iii) ordenar una diligencia de secuestro el día 17 de mayo del año 2018, sin que hubiere sido pedida; (iv) que la notificación de la sociedad Govaluna S.A.S., no pudo surtir efecto dado que existió una irregularidad en el emplazamiento y que (v) mediante auto del 20 de septiembre se decretó la nulidad del proceso por la indebida notificación de la citada sociedad, sin tener en cuenta que la notificación por aviso al señor Nelson Antonio Narváez Ossa, su representante legal, fue realizada en debida forma, omitiéndose que se trataba de personas distintas, un natural y una jurídica, debiéndose, por tanto, declararse la nulidad respecto de la sociedad pero no en relación con el señor Narváez Ossa.      
Pide entonces, “ORDENAR LA NULIDAD DEL AUTO INTERLOCUTORIO desde el 18 de febrero del 2016 (fecha de la orden de embargo de las cuentas bancarias)”, y en consecuencia, disponer que el Juzgado profiera un  nuevo auto en el que se tenga en cuenta que el proceso se interrumpió constantemente por circunstancias que no se le pueden atribuir al demandante, lo cual le generó un  perjuicio, porque sucedió la prescripción de la acción cambiaria. 

El Juzgado de primer grado dio impulso a la acción, con las citadas vinculaciones; también decretó como prueba, la inspección judicial del expediente objeto de estudio. 

La titular del Juzgado encartado hizo saber que en ese proceso se profirió sentencia en la que se declaró probada la excepción de prescripción de la acción cambiaria; que la demandante, por su exclusiva responsabilidad, dejó correr con suficiencia el término para notificar a la parte ejecutada; por ejemplo, menciona que el auto mediante el cual se libró mandamiento ejecutivo data del 25 de junio de 2015 y el primer informe de citación para notificación personal, del 8 de febrero del 2018. Estimó que no se violentó ningún derecho fundamental y pidió denegar el resguardo.
Sobrevino la sentencia de primera instancia que negó el amparo, comoquiera que “la parte allí ejecutante y aquí accionante, no adelantó las gestiones necesarias tendientes a verificar la notificación del auto que libró mandamiento de pago a la parte ejecutada, aunque contaba como bien lo expresa ella, de un término muy corto o perentorio para evacuar dicho acto procesal”.

Impugnó la demandante, quien insistió en que las irregularidades que esgrimió hicieron que perdiera la oportunidad de notificar a la parte demandada.

CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Acude la accionante en procura de la protección del derecho fundamental al debido proceso que estima conculcado, en consideración a que el Juzgado, en la ejecución que aquí se analiza, declaró probada la excepción de prescripción de la acción cambiaria, pese a que, por irregularidades del Despacho, a ella se le perdió la oportunidad de notificar oportunamente a la parte ejecutada. 

El Juzgado de primera instancia despachó desfavorablemente el amparo, comoquiera que le atribuyó a la demandante negligencia a la hora de notificar a su contraparte en la ejecución que se analiza, lo cual derivó en la improsperidad se sus pretensiones. 
Corresponde a la Sala, por tanto, decidir si se revoca, modifica o confirma la aludida decisión, en virtud de los motivos planteados en la impugnación formulada. 

Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en las sentencias SU-222 de 2016, SU-573 de 2017 y SU-004 de 2018, reiteradas en las sentencias T-004-19, T-042-19, T-049-19 y T-075-19, y siempre aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional; y (vii) violación directa a la constitución. 

De frente a ese derrotero, halla la Sala que la presente acción de tutela es procedente, comoquiera que los presupuestos generales se satisfacen, en la medida que se aduce la vulneración del derecho fundamental al debido proceso; la sentencia con la que culminó el trámite data del 18 de enero del 2019 y esta acción fue radicada el 22 de marzo siguiente; con lo cual se cumple el presupuesto de inmediatez; si se advirtieran las irregularidades que le achaca el demandante a la funcionaria, aquellas podrían incidir en la decisión de fondo; se identifica razonablemente en qué consiste la trasgresión, y no se trata de una providencia dictada dentro de una acción de tutela.

Es preciso aclarar que, si bien la accionante formuló como pretensión principal “ORDENAR LA NULIDAD DEL AUTO INTERLOCUTORIO desde el 18 de febrero del 2016 (fecha de la orden de embargo de las cuentas bancarias)”, lo cual derivaría en la improcedencia de la acción por falta de inmediatez, dada la vetustez de esa presunta decisión, lo cierto es que, como se verá en el resumen que se hará del proceso ejecutivo, es inexistente un auto de esa fecha en el que se decrete la cautela a la que alude el demandante, por lo que se trata claramente, de una confusión de la libelista, en el entendido que, en el expediente reposan unos oficios emitidos ese día, en virtud de un auto que se profirió en otro proceso, el radicado 2013-00117-00, el que, debido a su terminación, dejó a disposición de la ejecución de marras, sus medidas cautelares, entre ellas embargos a cuentas bancarias e inmuebles.   

Empero, la Sala pasa por alto ese desatino porque esa, y otras supuestas irregularidades, fueron alegadas por la demandante al momento de descorrer las excepciones y se disiparon en la sentencia del 18 de enero que pasó, que en últimas es la que busca derruir, y contra la cual, era improcedente cualquier recurso por tratarse de un proceso de única instancia, con lo cual además, se supera el presupuesto de subsidiaridad.
Sigue, en consecuencia, verificar si las irregularidades que exhibió la demandante, se erigen en un defecto procedimental, derivado de la dilación injustificada del proceso, que amerite la intervención del juez constitucional. 
Sobre el aludido defecto, y su configuración por la demora judicial, la Corte Constitucional, en la sentencia T-341 del 2018 explicó que: “Sin embargo, la idea del derecho al debido proceso sin dilaciones injustificadas y de la prestación del servicio público a la administración de justicia con la observancia diligente de los términos procesales, so pena de sancionar su incumplimiento, ha determinado la construcción de una línea jurisprudencial, nacional
 e interamericana
, sobre la mora judicial, que parte del supuesto de que no todo incumplimiento de los términos procesales lesiona los derechos fundamentales, pues  para que ello ocurra se requiere verificar la superación del plazo razonable y la inexistencia de un motivo válido que lo justifique. Este análisis se adelanta teniendo en cuenta (i) la complejidad del caso, (ii) la conducta procesal de las partes, (iii) la valoración global del procedimiento y (iv) los intereses que se debaten en el trámite
.”
Ahora bien, como la queja invita a concluir que ciertas actuaciones desplegadas por el Despacho encartado dilataron el trámite, al punto que la ejecutante perdió la oportunidad de notificar a los deudores dentro de los términos señalados en el artículo 94 del CGP, vale la pena recordar lo sucedido en el trámite: 
(i) Con fundamento en un cheque posfechado, presentado para su cobro ante el banco el 30 de diciembre del 2014 (pág. 4, c. ppal, CD. f. 5v), se radicó demanda ejecutiva el 16 de junio del año 2015 (p. 36), es decir 14 días antes de que se extinguiera la obligación por prescripción, de conformidad con el artículo 730 del código de comercio. 
(ii) Se decretó como medida cautelar el embargo de los remanentes de los procesos 2013-00117-00, 2014-00429 y 2014-00210, de los Juzgados Segundo, Tercero y Quinto Civiles Municipales, respectivamente (p. 15, c. medidas, CD, f.5v.). 
(iii) Surtió efectos la relacionada con el proceso 2013-00117-00 (p. 19, c. medidas); por tal motivo, una vez terminó, se dejaron a disposición de la ejecución que aquí se analiza, algunos bienes; de esa situación, mediante oficios calendados al 18 de febrero de 2016, se informó a las entidades financieras y al registrador de instrumentos públicos (p. 22 a 33, c. medidas).
(iv) El 5 de octubre del 2016, la parte demandante le pidió al Juzgado requerir a los bancos y al registrador para que dieran cuenta de lo ocurrido con los oficios emitidos por el Juzgado (p. 37 c. medidas), a ello se accedió, el 31 de enero del 2017 (p. 54, siguiente), una vez el peticionario acreditó lo ocurrido con los oficios que retiró en primera oportunidad. 

(v) Lo siguiente que ocurrió fue que, con auto del 19 de octubre del 2017, se accedió a una solicitud de desglose elevada por un auxiliar de la justicia que por error, aportó a este proceso unos informes que correspondían a otro proceso (p. 74 ibídem). 

(vi) El 15 de febrero del año 2018 se allegó al despacho un informe que da cuenta de la fallida notificación de los demandados (p. 41, c. ppal.).
(vii) El 7 de marzo se informó sobre otra dirección donde posiblemente podría ser encontrado el señor Nelson Antonio Narváez; en este nuevo lugar se entregó la citación para la diligencia de su notificación personal; en consecuencia, con auto del 21 de marzo de 2018 se dispuso la entrega del aviso allí; también se requirió la demandante para que aportara el certificado de existencia y representación legal de la sociedad Inversiones Govaluna S.A.S., con miras a lograr su citación (p. 54 del mismo cuaderno).
(viii) Paralelamente, el 16 de mayo del 2018, apenas la demandante allegó la certificación sobre la inscripción de los embargos sobre los inmuebles aprehendidos para esta ejecución, se ordenó su secuestro y se expidió el respectivo despacho comisorio, que nunca fue retirado. (p. 106 c.. medidas).
(ix) Por otra parte, sin ser autorizado, la accionante allegó el edicto emplazatorio para la notificación de la sociedad GOVALUNA S.A.S. (p. 62, c. ppal).
(x) El 28 de agosto siguiente, el ejecutado, Nelson Antonio Narváez, invocó una nulidad por indebida notificación (p. 66 c. ppal), la que fue declarada mediante auto del 20 de septiembre del 2018 (p. 72), previo traslado al demandante; en esa misma providencia se tuvo por notificado al señor Nelson Antonio Narváez y a la sociedad GOVALUNA S.A.S.; ese auto fue recurrido, pero el Juzgado lo mantuvo. 
(xi) El 15 de noviembre el ejecutado contestó la demanda e invocó la prescripción extintiva (p. 87, c. ppal), a ella se opuso la demandante (p. 97)), empero fue declarada en la sentencia del 18 de enero del 2019 (p. 109).

Para así decidir el Juzgado argumentó que:

“(…) dado que el mandamiento de pago que fue librado con fecha 25 de junio de 2015, y notificado por estado a la parte ejecutante por estado del día 30 de junio de ese año, la parte demandante contaba con un año desde entonces hasta el 30 de junio de 2016, para notificar a los demandados el auto que libró orden de pago en su contra; situación que no ocurrió, dado que solo hasta el 20 de septiembre de 2018 los demandados fueron notificados por conducta concluyente, lo anterior porque se enteraron de la existencia de la demanda mediante notificación que no se ajustó a los mandatos legales, la misma que tampoco hubiera alcanzado a ser a tiempo, toda vez que fue efectuada el 10 de agosto de 2018 (ver folio 54).

Lo anterior solo lleva a este despacho a concluir que pese a que con la presentación de la demanda se interrumpió el término de prescripción de la acción cambiaría contenida en el cheque objeto de ejecución, la notificación del mandamiento de pago a los demandados no se hizo antes del 30 de junio de 2016, por lo que se reanudaron los 14 días faltantes para completarse los 6 meses de que trata el artículo 730 de Código de Comercio, con lo cual se configuró la prescripción de la mencionada acción para ejecutar el título valor.

No son de recibo los argumentos esbozados por el profesional en derecho que apodera a la parte demandante, dado que era su responsabilidad realizar las gestiones tendientes a la notificación legal y oportuna de la parte demandada, pero vemos que apenas realizó sus primeros intentos de notificación cuando ya había transcurrido más de un año del tiempo permitido legalmente para la notificación al demandado (venció el 30 de Junio de 2016 y la primera citación la envió en febrero de 2018, ver f. 30), carga que recae exclusivamente en cabeza de la parte demandante.

Nuestros legisladores con el fin de prever los eventos que se puedan presentar en cuanto al trámite de inscripción y práctica de las medidas cautelares, y de notificación, otorgó el término de un año, para notificar al demandado, suficiente si se inician a tiempo las gestiones respectivas para una y otra tarea, por tal motivo los argumentos indicados por el profesional se despachan desfavorables.

Al respecto el despacho trae a colación la sentencia STC 17213-2017, H. Corte Suprema de Justicia de fecha 19 de octubre de 2017, magistrado ponente LUIS ARMANDO TOLOSA VILLABONA mediante la cual indica todas las formas de interrumpir la prescripción de la acción cambiaría directa, así:

“Para dilucidar el presente sublite esta Corte debe precisar, frente a la prescripción extintiva, existen tres figuras que afectan su materialización y sus efectos jurídicos, a saber: la interrupción, la suspensión y la renuncia (arts. 2539, 2541 y 2514 del Código Civil).

Los primeros dos fenómenos requieren para su concretización que se generen antes de la consumación del término extintivo; mientras, el tercero exige todo lo contrario, sólo podrá presentarse después de operar la prescripción.

La interrupción se predica cuando el deudor reconoce, tácita o expresamente el débito, o cuando se instaura demanda judicial sin haberse consumado la prescripción. La suspensión se da en favor de los sujetos enunciados en el numeral primero de la regla 2530 del Estatuto Sustantivo Civil, es decir, para “(...) los incapaces y, en general, (...) quienes se encuentran bajo tutela o curaduría Finalmente, la renuncia se configura si el obligado acepta la acreencia o reconoce el derecho de forma tácita o expresa, tras hallarse consolidada o consumada la prescripción., por haberse completado o expirado el término prescriptivo.”

Ninguna de las figuras enunciadas se avizora en éste viaje jurídico, por tal motivo el término extintivo del que hace referencia el artículo 730 del Código de Comercio se ha configurado a cabalidad, cubriendo con su manto la obligación referida en el libelo de la demanda, conclusión a la que se llega en aplicación a una matemática simple, en este orden de ideas no le queda otro camino a este despacho que decretar la prosperidad de la excepción denominada PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN CAMBIARIA DIRECTA DEL TITULO VALOR, lo anterior por el trascurso del tiempo.


Lo estudiado hasta aquí, permite concluir dos cosas: la primera, que son imprecisas las declaraciones plasmadas en la acción de tutela, porque: 
(i) Aunque es cierto que no se solicitó directamente el embargo de cuentas bancarias, sí pidió a la parte actora los remanentes del proceso con radicado 2013-00117-00, medida que surtió efecto y, en tal virtud, quedó a disposición de esta ejecución esa cautela. 
(ii) En nada dilató el trámite el hecho de que se hubieran agregado memoriales de otro proceso, fue un traspié, que se solucionó sin apuro, como debía ser, simplemente ordenando su desglose.

(iii) El secuestro de los inmuebles, que se insinúa que tampoco solicitó, fue producto de los remanentes que quedaron del proceso 2013-00117-00.


Y (iv) era imposible tener como notificados a la sociedad Govaluna S.A.S. o al señor Nelson Antonio Narváez Ossa, como aquí se pretende, cuando la parte actora nunca completó las gestiones tendientes para lograr la comparecencia de la primera, y las orientadas a citar al segundo, fueron invalidadas mediante proveído del 20 de septiembre del 2018, en el cual se los tuvo a ambos como notificados por conducta concluyente. 
La segunda conclusión es que, aún si hubieran sido ciertas las irregularidades denunciadas, ninguna incidencia hubieran tendido en la prescripción extintiva que se imponía declarar en ese proceso; ante la premura de interrumpir la prescripción consagrada en el artículo 730 del Código de Comercio, de 6 meses contados a partir de la presentación del cheque para el cobro, a la demandante le correspondía, primariamente, lograr la notificación de los demandados antes de que se cumpliera un año contado desde la notificación que del mandamiento ejecutivo se le hizo el 30 de junio de 2015. 

Como es así, solo a ella puede atribuírsele el fracaso de su demanda, si se tiene en cuenta que la comparecencia de los demandados, se intentó solo hasta febrero del 2018, pudiendo haberlo hecho desde mucho antes, como se advierte del derrotero antes señalado. 



En suma, lo argumentado en la acción de tutela, es un conglomerado apreciaciones alejadas de la realidad, sin ninguna vocación para derruir la prescripción extintiva declarada por la funcionaria encartada, precedida de un razonamiento coherente, que por tanto, no que puede ser descalificado en esta sede, porque si así se hiciera, se usurparía la función misma del juez ordinario.  





Sólo recuérdese que, de antaño, la jurisprudencia tiene dicho:





«no se puede recurrir a la acción tutelar para imponer al fallador una determinada interpretación de las normas procesales aplicables al asunto sometido a su estudio o una específica valoración probatoria, a efectos de que su raciocinio coincida con el de las partes».
 





Sobran adicionales argumentos, para prohijar la resolución de primera instancia, que negó las pretensiones invocadas en el resguardo. 
 



DECISIÓN





En mérito de lo expuesto la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley CONFIRMA la sentencia proferida el 8 de abril del 2019, por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, en esta acción de tutela que María Luisa Triana Yepes inició frente al Juzgado Segundo Civil Municipal de Pereira.




Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992. 

    



Oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


      DUBERNEY GRISALES HERRERA
� Sentencia C-543-92


� Entre otras, ver Sentencias T-612/03, T-1249/04, T-366/05, T-527/09, T-647/13, T-267/15, SU.394/16 y T-186/17.     


� Corte Interamericana de Derechos Humanos, entre otros, caso Salvador Chiriboga Vs. Ecuador, caso Myrna Mack Chang Vs. Guatemala, caso Genie Lacayo Vs. Nicaragua, caso Forneron e Hija Vs. Argentina, caso González Medina y familiares Vs. República Dominicana, caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña Vs. Bolivia, caso Vélez Loor Vs. Panamá, caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala, caso López Mendoza Vs. Venezuela, caso Fleury y otros Vs. Haití, caso Atala Riffo y Niñas Vs. Chile, caso Pacheco Teruel y otros Vs. Honduras.     


� Sentencia T-186 de 2017.      


� (CSJ STC, 18 abr. 2012, rad. 2012-0009-01; STC, 27 jun. 2012, rad. 2012-00088-01; y STC, 12 ago. 2013, rad. 2013-00125-01).
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